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Nos encontramos en esta obra con la pu-
blicación de las jornadas que, organizadas 
por la Dirección General de lo Contencio-
so del Estado, se celebraron en el Banco 
de España en mayo de 1983. El objeto de 
dichas jornadas fue, como bien indica el 
título de la publicación, la reflexión y el es-
tudio del título VIII de nuestra Constitución. 
Esto es, la nueva organización territorial del 
Estado, centrada, fundamentalmente, en 
esa novedad que para nuestro Ordena-
miento jurídico representaban las Comu-
nidades Autónomas. 
Esta reflexión se hizo desde diferentes 
puntos de vista técnicos y científicos. El ré-
gimen jurídico y la problemática de lasCo-
munidades Autónomas recababa el pro-
nunciamiento de las distintas ramas del De-
recho, en concreto, del Derecho constitu-
cional, administrativo, laboral y financiero. 
Es por ello por lo que pensamos que al 
margen del orden alfabético de autores se-
guido por el Instituto de Estudios Fiscales 
al publicar estas conferencias y comunica-
ciones, podemos exponer nosotros el con-
tenido de la obra desde un punto de vista 
sistemático que, a la vez que posible por 
la cantidad y calidad de los estudios en ca-
da una de estas áreas científicas, permiti-
rán al lector llegar con más facilidad a unas 
conclusiones generales sobre el estado de 
la cuestión desde las diversas perspectivas 
jurídicas. 
Nuestro comentario lo hemos querido 
. centrar, a través del seguimiento de los cua-
tro volúmenes de la obra, en aquellos es-
tudios que además de tener como núcleo 
central de su discurso el general del fenó-
meno autonómico, ofrecen, como punto en 
común, el instrumento de análisis jurídico-
financiero. 
A su vez, estos veinticinco estudios po-
drían ser sistematizados en atención a los 
institutos jurídico-financieros a los que se 
dedican. Esto es, cuestiones generales de 
la autonomía financiera de las Comunida-
des Autónomas, sistema de ingresos, pre-
supuesto y control de la actividad financie-
ra autonómica. 
Una segunda cuestión, que parece nece-
sario advertir, es el desfase temporal exis-
tente entre la fecha de celebración de las 
Jornadas (mayo de 1983) y la publicación 
de la obra (1984). Esta diferencia temporal 
de la publicación, hecho frecuente por lo 
demás, sin restar brillantez a las exposicio-
nes, que mantienen hoy la actualidad de 
toda aportación construida sobre la base 
del análisis teórico de los institutos jurídi-
cos y no sólo del Derecho positivo, sitúan 
al lector en la superioridad del que, cono-
cedor del futuro, ve refutadas o corrobora-
das por leyes posteriores las tesis entonces 
mantenidas por los autores. 
En efecto, además del desarrollo legisla-
tivo que cada Comunidad Autónoma ha 
efectuado respecto de sus Estatutos desde 
aquella fecha, han aparecido dos importan-
tes leyes de ámbito general relativas a la 
actividad financiera de las Comunidades 
Autónomas: la Ley 30/1983, de 28 de di-
ciembre, reguladora de la Cesión de tribu-
tos del Estado a las Comunidades Autóno-
mas, y la Ley 7/1984, de 31 de marzo re-
guladora del Fondo de Compensación ln-
terterritorial. 
La situación legislativa y doctrinal en la 
fecha de celebración de las Jornadas, la en-
contramos en la ponencia general de Mar-
tín Queralt (El sistema financiero de lasCo-
munidades Autónomas, págs. 253 a 279), 
que abre esta parte de la obra dedicada a 
los estudios jurídico-financieros. Según este 
autor, la evolución doctrinal en la materia 
atraviesa cuatro fases que van de la mano 
de los hitos legislativos de las Comunida-
des Autónomas. 
La primera etapa, hasta la promulgación 
de la Constitución, está dedicada al análi-
sis del Derecho comparado y de nuestro 
Derecho histórico. 
A partir de 1978 los trabajos doctrinales 
se centran en el examen de los aspectos tri-
butarios, en concreto, del poder tributario 
de las Comunidades Autónomas y el prin-
cipio de igualdad. 
Las dos últimas fases de este proceso se 
caracterizan por pasar del terreno de la abs-
tracción y la especulación al de la especi-
ficidad y concreción que dio a la materia 
la fijación del sistema en la Ley Orgánica 
de Financiación de las Comunidades Autó-
nomas (LOFCA), en la Ley 12/1981, de 13 
de mayo, del Concierto Económico con el 
País Vasco y la Ley 41/1981, de 28 de oc-
tubre, de Cesión de tributos a la Generali-
dad de Cataluña. 
Pues bien, si esta era la etapa en que se 
integran los estudios de esta obra, e inclu-
so las aportaciones posteriores hasta nues-
tros días, no se deja por ello de discurrir 
sobre las cuestiones generales relativas a 
conceptos y principios para centrarse lue-
go en puntos específicos del sistema. 
En efecto, son reiteradas las nociones de 
autonomía financiera y de lo que debe en-
tenderse por los principios que informan 
el sistema financiero en su conjunto y los 
que se refieren a las Comunidades Autó-
nomas en particular. 
La autonomía financiera aparece, en pri-
mer lugar, como un instrumento, como un 
prius necesario, de la autonomía política. 
Así, según Aparicio Pérez (La autonomía 
financiera de las comunidades Autónomas 
en la Constitución española, págs. 427 a 
458, vol. 1), para que las Comunidades 
Autónomas puedan tener vida propia y 
cumplir con los objetivos y finalidades que 
constituyen su razón de ser, necesitan po-
seer recursos económicos, cuyo origen, al 
menos en parte, no radique en la sola vo-
luntad del Estado, sino en su propio poder, 
ya que, de lo contrario, si en su financia-
ción dependiesen totalmente de aquélla se 
convertirían en instituciones sin validez en 
sí mismas, en entes supeditados y depen-
dientes del Estado (sic). 
La autonomía financiera supone para este 
autor, como así también lo reconocen los 
restantes al estudiar manifestaciones con-
cretas de esta autonomía, en la autonomía 
para obtener ingresos, autonomía para rea-
lizar gastos y autonomía para elaborar un 
presupuesto propio. 
Todo este sistema ha de estar inspirado 
en dos principios más: el de coordinación 
y el de solidaridad. 
Al estudio del principio de coordinación 
se dedica la comunicación de Vega Herrero 
(El principio de coordinación financiera en 
la Hacienda Regional, vol. IV, págs. 3147 
a 3163), que ve en el citado principio un 
límite al de autonomía y, al mismo tiem-
po, una salvaguarda de la misma por cuan-
to evita las interferencias de cada ente autó-
nomo en el ámbito competencia! de los res-
tantes. 
También parece difuso el principio de so-
lidaridad al que aluden Lozano Serrano 
(Consideración jurídica del Fondo de Com-
pesación lnterterritoria/, vol.lll, págs. 1749 
a 1768), Hernández Martín (El principio de 
solidaridad y el Fondo de Compensación 
Jnterterritorial, vol. 11, págs. 1561 a 1572), 
De Uriarte Zulueta (El Fondo de Compen-
sación lnterterritorial, vol. 1, págs. 281 a 
297) y Albiñana García-Quintana (El Fon-
do de Compensación lnterterritorial como 
dotación sometida al régimen del presu-
puesto público, vol. 1, págs. 399 a 41 0), al 
tratar el tema de Fondo de Compensación 
lnterterritorial, bien como manifestación de 
dicho principio, en el caso de Hernández 
Martín, o bien como un recurso con carac-
terísticas especiales de las Comunidades 
Autónomas. 
El estudio del Fondo en las cuatro comu-
nicaciones a él dedicadas, nos aporta dos 
conclusiones de carácter general: la des-
confianza en que el Fondo, tal como se ha 
articulado, consiga remediar la finalidad pa-
ra la que se instituyó, esto es, la correción 
de los desequilibrios territoriales; y el cam-
bio de naturaleza jurídica del Fondo, que 
se ha transformado en una dotación pre-
supuestaria con finalidad especffica, o co-
mo dice Lozano Serrano, «más que de un 
recurso de las Comunidades Autónomas se 
trata de un gasto del Estado, directamente 
ejecutado por él o articuladó como subven-
ción a la región, en el que se han introdu-
cido criterios de racionalización y, sobre 
todo, de regionalización o territorialidad, 
pero que no son bastantes para alterar la 
cualidad sustancial de gasto público esta-
tal que a tenor de las previsiones normati-
vas le resulta aplicable>>. 
En materia de ingresos, las comunicacio-
nes centraron su atención, además de los 
ya citados ingresos procedentes del Fondo 
de Compensación lnterterritorial, en los tri-
butos cedidos, los tributos propios y los in-
gresos procedentes de la deuda pública. 
Para Escribano López (El concepto de tri-
buto cedido, con especial referencia al/m-
puesto sobre el Patrimonio, vol. 11, págs. 
951 a 970) no existe un concepto unívoco 
de tributo cedido, sino que habrá que es-
tar al grado de competencias atribuidas a 
la Comunidad para la configuración del 
concepto, porque para el autor no es cier-
to, o al menos no lo es siempre, que la ce-
sión encierre sólo la del producto recau-
dado, aunque sí se puede establecer como 
principio general que la cesión no alcan-
za el ejercicio del poder normativo. 
A esta conclusión llega también Martínez 
Lafuente (El régimen jurídico de la cesión 
de tributos a las Comunidades Autónomas, 
vol. 111, págs. 1849 a 1895), quien elabora 
el concepto de tributo cedido a través del 
examen de la Ley 41/1981 de 28 de octu-
bre, relativa a la cesión de tributos a la Ge-
neralidad de Cataluña. Sería por tanto el tri-
buto cedido, aquel tributo estatal cuyo pro-
ducto se atribuye a la Comunidad Autóno-
ma, lo que comporta, asimismo, que ésta 
tenga facultades gestóras hasta llegar a la 
íntegra percepción de la deuda tributaria. 
Con respecto a estos tributos las Comuni-
dades Autónomas carecen de potestad tri-
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butaria entendida como potestad normati-
va, lo que impide que se dicten por lasCo-
munidades Autónomas cualesquiera dispo-
siciones sobre la materia que está reserva-
da al Estado. 
Por lo que hace a los tributos propios y 
los recargos de las Comunidades Autóno-
mas, la doctrina ha insistido en la proyec-
ción que debe tener en el sistema tributa-
rio de las Comunidades Autónomas los 
principios constitucionales de justicia tri-
butaria recogidos en el artículo 31.1 de la 
Constitución. Dice Soler Roch (Los princi-
pios jurídicos constitucionales relativos a 
la distribución de la carga tributaria y su 
actuación en los sistemas tributarios de las 
Comunidades Autónomas, vol. IV, págs. 
3027 a 3040) que «parece fuera de toda du-
da que los principios contemplados en el 
citado precepto constitucional son de apli-
cación al sistema tributario de las Comu-
nidades Autónomas, dado que la ubicación 
del art. 31 en el Título 1 de la Constitución, 
relativo a los derechos y deberes, no pue-
de ver condicionada su aplicación a un de-
terminado modelo de organización territo-
rial de las Haciendas públicas». 
Precisamente por ello se destacó por Me-
néndez Moreno (Principio de generalidad 
y poder tributario de las Comunidades 
Autónomas, vol. 111, págs. 2223 a 2236) la 
difícil compatibilidad entre el reconoci-
miento de la posibilidad de establecer por 
las Comunidades Autónomas sus propios 
tributos o recargos sobre impuestos del Es-
tado y el principio de generalidad quepa-
rece exigir una tributación igual para todos. 
Entre las 9os posturas antagónicas de los 
que consideran irreconciliables ambos 
principios por el distinto tratamiento que 
otorgan a las capacidades económicas gra-
vables, y la de los que justifican la desigual 
presión fiscal en la calidad y número de los 
servicios públicos prestados por cada co-
munidad, apoya Menéndez Moreno la 
compatibilidad teórica entre el sistema de 
recargos e impuestos propios de las Comu-
nidades Autónomas y el respeto al princi-
pio de generalidad, en función de los gas-
tos públicos globales de cada Comunidad 
y de los criterios adoptados para la medi-
ción de la capacidad contributiva de los su-
jetos pasivos, pero no en función de los 
«beneficios» obtenidos particularmente por 
dichos sujetos pasivos sometidos a su po-
der de imposición. 
Pero una cosa es el reconocimiento teó-
. rico de la posibilidad de establecer tribu-
tos propios y otra su posibilidad práctica, 
contando con la limitación que establece 
el artículo 4 de la LOFCA de no poder re-
caer sobre hechos imponibles ya gravados 
por el Estado. 
Ciertamente, no es extraño que se bara-
je, como un nuevo tributo desconocido en 
el sistema estatal, el que nos presenta Ma-
teu lsturiz (La potestad tributaria de las Co-
munidades Autónomas y los nuevos tribu-
tos. El Impuesto sobre aguas residuales, 
vol. 111, págs. 1949 a 1986): el impuesto so-
bre aguas residuales, de naturaleza no fis-
cal y tendente a evitar la contaminación. 
No han tenido tampoco una crítica favo-
rable los recargos. Pues si bien, como con-
cluye Ruiz-Beato Bravo (Los recargos de las 
Comunidades· Autónomas sobre los im-
puestos estatales, vol. IV, págs. 2731 a 
2753), son u'n recurso desprovisto de com-
plejidad técnica y tienen la ventaja de ser 
un mediÓ de financiación jurídicamente 
sencillo, en cuanto que toda la estructura 
y entramado normativo del impuesto sub-
yacente vendrán dados por la legislación 
estatal, tienen los inconvenientes, puestos 
de manifiesto por Soler Roch (op. cit., pág. 
6), de su carácter parasitario, que impide 
una valoración autónoma en relación con 
la distribución justa de la carga tributaria, 
y la ausencia de limitaciones en su estable-
cimiento, lo que puede suponer un peligro-
so factor de desigualdad entre los sistemas . 
de recursos de las Comunidades 
Autónomas. 
A la deuda pública de las Comunidades 
Autónomas, o más exactamente a sus ope-
raciones de crédito, se dedican los artícu-
los de Antón Pérez (El crédito en el siste-
ma financiero de las Comunidades Autó-
nomas, vol. 1, págs. 413 a 425) y Gonzá-
lez Sánchez (Requisitos límites de las ope-
raciones de crédito de las Comunidades 
Autónomas, vol. 11, págs. 1509 a 1555). 
Según González Sánchez, las operacio-
nes de crédito son aquellos actos por los 
cuales las Comunidades Autónomas obtie-
nen dinero mediante la posibilidad de apro-
vecharse de la confianza que inspiran, tanto 
por razón de su solvencia como por su bue-
na disposición para cumplir las obligacio-
nes. Pero de todas estas operaciones sólo 
encajan en el artículo 157.1, e), de la Cons-
titución, aquellas capaces de originar unos 
recursos que puedan integrarse en la acti-
vidad financiera de las Comunidades 
Autónomas. 
De los tres tipos de deuda recogidos en 
el artículo 14 de la LOFCA: deuda a corto 
plazo para operaciones de tesorería, deu-
da a largo plazo y crédito exterior, la co-
municación de Antón Pérez se centra en 
la primera. Destaca el autor la inconcreción 
de los artículos de la LOFCA y el peligro 
que esto encierra por la indefectible ten-
dencia de las entidades públicas a abusar 
de este tipo de operaciones como elemento 
de cobertura de su déficit estructural, con 
el consiguiente riesgo para la sanidad finan-
ciera de la entidad en cuestión y de recha-
zo, creando problemas al ente que actúa 
como prestamista a corto plazo. 
Especial atención merece, como manifes-
tación de la autonomía finanCiera de las 
Comunidades Autónomas, el estudio de la 
autonomía presupuestaria. 
La autonomía presupuestaria es entendi-
da por Agulló Agüero (Ordenación presu-
puestaria de las Comunidades Autónomas, 
vol. 1, págs. 347 a 370) en un doble senti-
do: como poder de autonormación en ma-
teria presupuestaria y como poder de de-
terminación, programación y ejecución del 
gasto público en el ámbito de sus compe-
tencias. Es evidente, como señala la auto-
ra, que entre las funciones clásicas del pre-
supuesto está el de ser una fórmula de auto-
gobierno en cuanto constituye el mecanis-
mo a través del cual se asumen y se finan-
cian unos fines que se consideran propios. 
Un problema interesante que aparece en 
la obra, relativo a la institución presupues-
taria, es el del traslado o no al ámbito de 
las Comunidades Autónomas del artículo 
134.7 de la Constitución. Esto es, la prohi-
bición de crear tributos por las leyes de pre-
supuestos de la Comunidades Autónomas. 
Considera De la Peña V el asco (La prohi-
bición de crear tributos por las leyes de pre-
supuestos de las Comunidades Autónomas, 
vol. IV, págs. 2577 a 2609) que existen ra-
zones que justifican el.carácter de princi-
pio general de derecho presupuestario de 
esta prohibición; y que son las particula-
res limitaciones que se imponen en la tra-
mitación parlamentaria de la Ley de Pre-
supuestos al órgano legislativo, tanto en la 
esfera estatal como autonómica. 
También se discute si se aplica en el ám-
bito presupuestario de las Comunidades 
Autónomas el principio del equilibrio pre-
supuestario, tradicional en la esfera local. 
Eseverri Martfnez (Notas para configurar 
/a Ley Presupuestaria de las Comunidades 
Autónomas,vol.ll, págs. 975 a 992) presen-
ta el equilibrio presupuestario más como 
una decisión política que como una solu-
ción técnica. En efecto, el citado principio 
no aparece ni en la Constitución ni en la 
LOFCA, y además se podría interpretar co-
mo un recorte a la autonomía presupues-
taria. Ello no impide que desde un punto 
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de vista práctico sea conveniente que el dé-
ficit de las Comunidades Autónomas no en-
grose el ya grave déficit del Estado. 
Por último, todas esas manifestaciones de 
la autonomía financiera de las Comunida-
des Autónomas son, como lo es la activi-
dad financiera del Estado, objeto de con-
trol. De todas las manifestaciones del con-
trol, el que aquí nos interesa, por los pro-
blemas que puede plantear, es el control 
externo. Concuerdan los dos autores que 
tratan este tema, De Mendizábal Allende 
(Fiscalización financiera de las Comunida-
des Autónomas, vol. 111, págs. 2169 a 2221) 
y Mateu-Ros Cerezo (El control de la lega-
lidad de la actividad económico-financiera 
de las Comunidades Autónomas y Corpo-
raciones Locales, vol. 111, págs. 1989 a 
2031), en afirmar la competencia suprema 
del Tribunal de Cuentas en la fiscalización 
externa de la actividad económica de las 
Administraciones públicas. Pero no se pue-
de ignorar que las Comunidades Autóno-
mas también pueden organizar su propio 
control externo, como así se ha hecho en 
algunas de ellas, lo que invita a la reflexión 
sobre la superposición de órganos y fun-
ciones fiscalizadoras. De Mendizábal 
Allende llega a la conclusión de que los ór-
ganos de control de las Comunidades Autó-
nomas tendrán sólo un alcance informati-
vo pero nunca naturaleza jurisdiccional ni, 
en consecuencia, podrán declarar o exigir 
responsabilidades individualizadas. 
Distinto del control sobre la actividad fi-
nanciera es la tutela que se otorga a lasCo-
munidades Autónomas sobre las Corpora-
ciones Locales en materia financiera. La 
descripción de esta tutela ocupa las comu-
nicaciones de López Rodó (La tutela finan-
ciera de las Comunidades Autónomas so-
bre las Corporaciones Locales, vol. 11, págs. 
1679 a 1685) yGonzález García (Autono-
mía financiera de las Corporaciones Loca-
les frente a las Comunidades Autónomas 
y control de los gastos públicos locales por 
el Tribunal de Cuentas, vol. 11, págs. 1323 
a 1335). Esta tutela es compatible con la 
competencia exclusiva que tiene el Estado 
para fijar las bases del régimen jurídico de 
las Administraciones públicas. La tutela fi-
nanciera de las Comunidades Autónomas 
sólo queda limitada por el respeto a esta 
legislación básica y a la propia autonomía 
de los entes locales. 
Por último, no sería justo no hacer refe-
rencia al trabajo de Mazorra Manrique de 
Lara (Introducción al análisis de la Comu-
nidad Autónoma Canaria, vol. 111, págs. 
2035 a 2072), que nos describe la singula-
ridad que supone en la financiación de la 
Autonomía Canaria el reconocimiento de 
su especial régimen económico-fiscal en 
materia de imposición indirecta. Este reco-
nocimiento supone la necesidad de un in-
forme previo del Parlamento canario para 
su modificación. 
A modo de conclusiones generales po-
demos afirmar que no sólo fue en su día 
pertinente la celebración de unas Jornadas 
dedicadas a un tema crucial de nuestro or-
denamiento jurídico, sino que, con su pu-
blicación, el Instituto de Estudios Fiscales 
ofrece una obra de gran rigor técnico y ca-
lidad para el que quiera acercarse al estu-
dio de las Comunidades Autónomas. 
El lector encontrará, a la vez, la descrip-
ción crítica de nuestro modelo de' financia-
ción autonómico, así como las cuestiones 
que siguen abiertas a futuras reflexiones 
científicas. 
No se puede olvidar, como afirman los 
autores, que la autonomía financiera es pa-
so obligado de la autonomía política, y que 
nuestro ordenamiento jurídico se enfren-
tará siempre a la dialéctica de compatibili-
zar la unidad del sistema financiero y la 
descentralización política de su organiza-
ción territorial. 
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